
Tribuna | 29LA NUEVA ESPAÑA | Domingo, 28 de septiembre de 2025

La avalancha de guerras, crisis 
climáticas, hambrunas, muertes 
y mentiras va enterrando cada 
hecho como si nada dejara huella. 
La vida de anaquel –esa perma-
nencia que conserva el recuer-
do– parece hoy cada vez más 
breve. 

El vértigo informativo es el 
mejor aliado del olvido. La suce-
sión de sobresaltos reduce a es-
combro los hechos más graves, 
convertidos en piezas caducadas 
de un escaparate que se renueva 
cada día. Lo que ayer estremecía 
hoy parece una nota a pie de pá-
gina. Lo urgente borra lo impor-
tante. 

En las estanterías de 
la nación se acumulan 
presupuestos pro-
rrogados, pulseras 
inservibles, ban-
quillos a la espera de 
delincuentes mediá-
ticos. Y, sin embargo, 
el anaquel de la historia 
guarda también lo que se 
resiste al olvido.  

¿Dónde quedan aconteci-
mientos pasados que tuvieron 
relevancia y llevan tiempo, en si-
lencio, haciendo vida de anaquel? 
Veamos un caso elocuente. 
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En julio de 2025, el Ejecu-
tivo cruzó una línea roja: el 
Ministerio del Interior ad-
judicó a la empresa china 
Huawei un contrato de 12,3 
millones de euros para ges-
tionar el almacenamiento y 
clasificación de comunica-
ciones interceptadas por tri-
bunales y fuerzas de seguri-
dad. No era un suministro 
cualquiera, sino un sistema 
instalado en infraestructuras 
reservadas a escuchas judiciales 
autorizadas. 

Aceptar que las telecomunica-
ciones de un país puedan depen-
der de actores sometidos a regí-
menes autoritarios es incom-
prensible en el marco europeo. 
Bruselas lleva años limitando a 
proveedores de riesgo y ultima 
un veto para impedir que opera-
dores con tecnología china com-
pitan en contratos públicos y sis-
temas de defensa compartida.  

En este escenario, seguir 
confiando en esta opción puede 
suponer quedar fuera de juego. 
Lo que empezó como una in-
quietud técnica es hoy un ejem-
plo palmario de cómo no actuar 
cuando están en juego soberanía 
digital, reputación y posición 
geoestratégica de la Alianza 
Atlántica. 

Lo más comprometido: Hua-
wei no está excluida de las partes 
más sensibles de nuestras redes. 
No existe una prohibición efecti-
va ni un calendario para su reti-
rada. Una ambigüedad regulato-
ria permite que un proveedor 
vinculado directamente a la in-
teligencia de una potencia anta-
gonista siga operando en el co-
razón digital del Estado. No ha-
blamos de periferia tecnológica, 
sino de la entraña donde laten las 

funciones vitales de nuestra so-
beranía. 

Y no se trata de cuestiones 
menores porque lo que está en 
juego es el sistema nervioso cen-
tral del Estado moderno. El 29 % 
de la infraestructura 5G española 
procede de proveedores chinos, 
lo mismo que parte del almace-
namiento de datos judiciales o de 
las redes de defensa. En Estados 
Unidos está vetada por completo. 
En la UE, mayoritariamente. 

Conviene recordar que no es 
cuestión solo de cables y ante-
nas. La seguridad no es abstrac-
ta. Detrás de cada contrato hay 
archivos públicos, comunica-
ciones privadas e información 
crítica que afecta a la vida coti-
diana, a la protección de los da-
tos de los ciudadanos y a la con-
fianza en las instituciones.  

Trazas que, en otras manos, 
pueden llegar a ser poderosas 
armas de coerción y control. 

La seguridad nacional ya no 
se mide en fronteras custodia-
das, sino en la solidez de servi-
dores y la integridad de algorit-
mos. Una brecha tecnológica 
equivale hoy a una invasión sin 
necesidad de tropas. 
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Cabe 
pregun-
tarse si la 

aproxima-
ción del 

Ejecutivo a 
Pekín, incluso en 

el ámbito judicial, 
guarda relación con el 

reciente acuerdo entre la 
Fiscalía General del Estado y 

la Fiscalía china para reforzar la 
cooperación contra el crimen 
transfronterizo, presentado 
–según la aclaratoria nota de 
prensa china– «bajo la guía es-
tratégica de los líderes de ambos 
países». 

En este nuevo orden, la neu-
tralidad no es viable para un país 
integrado en estructuras como 
la UE y la OTAN. El coqueteo con 
dos esferas de poder enfrenta-
das no es una prueba de autono-
mía, sino que evidencia una re-
nuncia silenciosa a las obliga-
ciones que garantizan nuestra 
seguridad y la de nuestros alia-
dos. 

La neutralidad tecnológica es 
ya una quimera. Las fronteras 
más vulnerables de una nación no 
son geográficas, sino digitales: 
códigos, algoritmos y decisiones 
de contratación. No es un debate 
técnico. Es un dilema político, 
económico y de inteligencia. 

Y, hasta la fecha, no consta 
que nada haya cambiado. Quizá 
porque intereses partidistas nos 
sitúan en el lado equivocado de 
las fronteras digitales, colocán-
donos una vez más fuera de línea. 

En el anaquel de la historia, 
quedará constancia de la resis-
tencia a reconocer que la sobera-
nía digital es tan vital como la in-
tegridad territorial. Esa renuencia 
erosiona, golpe a golpe, el corazón 
digital del Estado. n
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todas las autopistas). No tiene 
sentido. Una cosa es la relación del 
Estado con las concesionarias (en 
la que caben todo tipo de fórmulas, 
porque el peaje pueden pagarlo los 
usuarios o la Administración, o 
puede estar total o parcialmente 
bonificado) y otra cosa son los de-
rechos de los ciudadanos, que tie-
nen que ser iguales. Actualmente, 
unos ciudadanos pagan por el uso 
de autopistas que son práctica-
mente su única vía de acceso por 
carretera en dirección a Madrid (o 
asumen el correspondiente coste 
en el precio de las mercancías), 
mientras que otros no. La política 
de bonificaciones que se ha llevado 
a cabo durante muchos años (al 
menos, desde 1996, como hemos 
visto) es poco transparente y sus 
efectos no están claros (muchas de 
las bonificaciones no se llegan a 
disfrutar).  

Además, está pendiente el cos-
te del mantenimiento de las auto-
vías que nunca han tenido peaje 
(muchas de ellas, muy envejeci-
das) y de las autopistas una vez 
que finaliza el plazo concesional. 
Aquí Europa casi presiona para 
que, de un modo u otro, los con-
ductores paguen ese manteni-
miento (y no todos los ciudada-
nos, aunque no utilicen estas ví-
as), de forma que este coste cre-
ciente no siga presionando sobre 
el déficit público. 

Creo que el Estado debería 
abordar directamente esa cuestión 
y establecer la forma más adecua-
da de distribuir esa carga entre los 
ciudadanos y entre los usuarios, 
sin discriminaciones territoriales. 
Y que, dentro de ese paquete, de-
berían ir incluidos también los 
peajes que aún quedan, especial-
mente aquellos pocos que, como el 
del Huerna, son de las escasísimas 
autopistas de primera generación 
que, por razones coyunturales, si-
guen sometidas a peaje, incluso 
por muchos años. No tiene sentido 
que, de todos los costes de cons-
trucción y mantenimiento del 
parque viario, sólo ese coste se re-
percuta en los usuarios de una de-
terminada comunidad autónoma. 
Imaginemos qué pasaría si en el 
AVE Madrid-Sevilla los ciudada-
nos tuvieran que pagar un 25% 
adicional para financiar su cons-
trucción, y en el AVE Madrid-Va-
lencia no. Pues algo así de absurdo 
es lo que está pasando con las au-
tovías y autopistas, sin que exista 
motivo alguno, porque el respon-
sable último de su planificación y 
construcción es el Estado. El actual 
puzzle carece ya de toda justifica-
ción y es hora de corregirlo. Espe-
remos que la vieja y tantas veces 
abusiva figura de los modificados 
rinda este último servicio, al poner 
en cuestión la prórroga del peaje 
del Huerna. n 
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